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CUARTO CONGRESO ARGENTINO DE LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA. SOCIEDAD, GOBERNO Y ADMINISTRACIÓN. CONSTRUYENDO EL ESTADO NACIÓN PARA EL CRECIMIENTO Y LA EQUIDAD”. EL DOMICILIO SOCIAL. LA FISCALIZACIÓN ESTATAL DE SU INSCRIPCIÓN  EL EJERCICIO DEL PODER DE POLICIA EN MATERIA REGISTRAL. AUTORA DRA. TERESA QUINTANA. INSPECTOR CALIFICADO LEGAL DEL MINISTERIO DE JUSTICIA DE LA NACIÓN.-

I.- INTRODUCCIÓN. PROPUESTA.

El domicilio social inscripto en la Inspección General de Justicia, resulta válido y vinculante para las sociedades regularmente constituídas.- 


Por tal motivo y considerando la importancia que reviste este tema, se propone implementar un régimen de requerimiento a las sociedades comerciales, inscriptas en las Inspección General de Justicia, con el fin de solicitarles, la  presentación en forma anual, de una constancia  de vigencia de la Sede Social.-

Independientemente de ello, se propone la implementación de un régimen de constataciones periódicas y de oficio de los domicilios inscriptos, por parte de funcionarios de la Inspección General de Justicia,  a los efectos de mantener actualizado el padrón societario inherente a los domicilios sociales.-

Además, la verificación a realizar, debe comprender el lugar donde la sociedad tiene en forma efectiva su administración y dirección de sus negocios, aún en el supuesto, que su patrimonio se halle en otro lugar y el entrecruzamiento de datos con  la AFIP, a fin de constatar la concordancia de la clave Unica de Identificación Tributaria y su correspondencia con el nombre de la sociedad inscripta.-

La efectiva puesta en marcha de estos parámetros,  aseguran el debido y oportuno cumplimiento de la normativa vigente en  materia de la registración de la Sede Social.- 

II.-FUNDAMENTOS ANALISIS DE DOS CASOS PRACTICOS.- EL DOMICILIO SOCIAL. LEGISLACION VIGENTE. FISCALIZACION ESTATAL.-

Sin pretender abordar en su totalidad la temática planteada,  el presente trabajo,  analizará el marco normativo,  que obliga a  las sociedades comerciales, la inscripción de la sede social,  en la Inspección General de Justicia y la trascendencia de la fiscalización estatal.-

En la lnspección General de Justicia se inició una actuación en la que  un ex Directivo de una sociedad anónima, denunció que al tiempo de la constitución de la sociedad anónima, se fijó como  sede social  su domicilio particular y que no obstante haber dejado su función desde hacia más de dos años, se le notifica en la actualidad de una demanda.-

El perjuicio en la demora del cambio de sede social, en este caso es obvio.-

Un registro actualizado del domicilio social de cada sociedad inscripta,  impediría que se produzcan casos como el descripto, ya que es un imperativo para la sociedad  e inscribir toda modificación de su sede social.-

Los autos Tubos Prodinco S.A.,  revela la importancia del  cumplimiento en debida forma, de los recaudos legales inherentes a la inscripción de la sede social.-

En esas actuaciones  la Corte Suprema de Justicia de la Nación, con fecha 14 de febrero de 2006,   consideró, que el cambio del domicilio social no debe ser concomitante  con la decisión de presentarse en concurso preventivo.-

La sociedad había peticionado el cambio de domicilio social, al tiempo en que se presentaba en concurso preventivo.-

Por tal motivo, la fallida pretendía hacer valer  el cambio de su domicilio social, de la Capital Federal   a la jurisdicción de la Provincia de San Luis.-

La Corte resolvió en ese caso, que el cambio de  domicilio, que se pretendía hacer valer era ficticio, es decir aparente y  alteraba los principios que consagran la indelegabilidad de la competencia y/o la prohibición de prórroga por voluntad de las partes lo que adquiere relevancia cuando se halla de por medio el interés público.-    

No queda duda que el domicilio social inscripto, es el que identifica la competencia del Tribunal interviniente,  en el supuesto del concurso de una sociedad regularmente constituída .-

El domicilio específico es en primer término el social, vale decir el inscripto y sólo en su defecto, para casos de sociedades irregulares, el de la administración y por último el del lugar del establecimiento de explotación o actividad principal.-

El criterio  que prevaleció, en este caso,  fue el concordante con la normativa vigente, haciendo predominar el principio  de la publicidad registral en materia de inscripción de la sede social.-

1.- DEFINICION DE LA SEDE SOCIAL

Puede definirse como  sede social, el lugar en que una sociedad,
tiene en forma efectiva la administración y dirección de sus negocios.-

Ello, con independencia que su patrimonio o su / s establecimiento / s se halle / n en otro/s lugar o lugares.-

Este criterio, ha sido receptado por la normativa vigente y por gran parte de la doctrina como por ejemplo Halperin Isaac, Butty Enrique en su libro “Curso de Derecho Comercial, Ed. Depalma Bs. As. 2000, entre otros.-


Por otra parte el Fallo Plenario de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial en la causa   “Quilpe S.A.”, de fecha  31 de marzo de 1977, publicado en El Derecho, Tomo 72-644, define el domicilio social en consonancia con el criterio antes expuesto.-

2.-MARCO NORMATIVO:

El  articulo  11 inciso segundo de la Ley 19.550 de Sociedades Comerciales, prevé que el instrumento de constitución de sociedades, debe contener el domicilio social.-

Es un imperativo y no una mera facultad.-

El domicilio de la sociedad, es el inscripto en la Inspección General de Justicia.-

El artículo tercero, inciso tercero de la Ley 24.240, en forma clara señala, que el domicilio social, es el inscripto.-

La única salvedad, prevista en el inciso cuarto del artículo tercero de la Ley citada, esta dada para supuestos de sociedades irregulares.-

En  tales casos, se tendrá en cuenta el domicilio del establecimiento y/o explotación.-

El domicilio o sede social es jurídicamente, distinto al domicilio constituido o especial.-

Este último, se establece a los efectos procesales o  ad litem, pero la sede social se fija en virtud de una obligación legal.-

Pueden coincidir ambos, pero  tienen  distinta naturaleza conceptual y efectos jurídicos diferentes.-

De modo, que toda persona jurídica debe fijar su domicilio social y registrarlo por ante la autoridad de control.-

La pregunta a formular es, si puede la sociedad, tener un domicilio distinto, al de la sede social.-

La respuesta,  obviamente es que si, pero ello, no la exime del cumplimiento del recaudo legal, o sea la inscripción de la sede social.-

El artículo 45 del Código Civil, establece que el carácter de persona jurídica, nace cuando el Estado autoriza a funcionar a una sociedad.-

En concordancia con ello, así lo regula también, el artículo segundo de la Ley de Sociedades.-

La autorización para funcionar como persona jurídica,  se otorga cuando se cumplen  determinados requisitos, entre ellos, el establecimiento de la sede social.-

El artículo 89 del Código Civil, dice que el domicilio real de las personas, es el del lugar donde tienen establecido el asiento principal de su residencia y de sus negocios.-

El artículo 90 del Código Civil, define el domicilio legal, como el del lugar donde la ley presume, sin admitir prueba en contra, que una persona reside de manera permanente, para el ejercicio de sus derechos y cumplimiento de sus  obligaciones, aunque de hecho no esté allí presente.-

Del juego de los artículos citados, se puede concluir que  la sede social, es el domicilio legal de las personas jurídicas.-

Este concepto no debe confundirse con el domicilio constituido o especial que tiene un efecto jurídico, distinto por cuanto el domicilio social o legal se constituye en virtud de un mandato legal en cambio el domicilio constituido o especial, usualmente llamado también legal, se fija a los fines procesales.-

 
La Inspección General de Justicia, en ejercicio de las funciones delegadas, dicta la Resolución IGJ (G) N º 7/05 la que reglamenta la inscripción de la sede social.-

El artículo 65 de la norma antes citada, en forma expresa establece, que la sede social debe ser fijada e inscripta.- 

Puede ocurrir que al tiempo de constituirse una sociedad, no se indique su sede social, pero indefectiblemente, ello debe ser informado antes de comenzar a operar, a los fines de hacer posible la fiscalización, que el órgano en ese aspecto, tiene asignado.-

La indicación del domicilio social, debe ser exacta.-                                                                                                                                                                                                        

La falta de cumplimiento de las obligaciones emergentes de normas vigentes, en lo atinente a la indicación de la sede social,  habilitan la imposición de sanciones a la entidad infractora.-

Ello, por cuanto el  incumplimiento de recaudos legales,  importan una actitud no justificada.-

En consecuencia, la sanción que aplica el órgano de Control, tiende  a  frustrar la actividad irregular.-

    
La inscripción de la sede social, incumbe a las funciones de  contralor encargadas al Organismo, exorbitando su  cumplimiento  el aspecto meramente formal.-

La ley, determina que el domicilio social, debe estar inscripto, conforme lo normado  en el Art. 11  de la Ley 19.550 y con las referencias en este aspecto,  de los artículos 5º, 67, 77, 83, 88, 107, 233, 245, 251, 300 y 301.-

Además la Ley Orgánica de la Inspección General de Justicia, en el artículo 11 del Decreto Reglamentario N º 1493/82, establece que tratándose de sociedades por acciones, los datos relativos a la sede social, deberán publicarse, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 10 de la Ley Nº 19.550.-

El domicilio social debe inscribirse conjuntamente con el acto constitutivo o con su reforma, correspondiendo también que se inscriba, todo cambio de  sede social.-

En ese ultimo caso, la sociedad debe acreditar, ante el Orgáno de Control,  el instrumento en el que resulte tal circunstancia.-


El requisito tiende a la efectiva publicidad a su respecto.-

La Jurisprudencia consideró también, como lo dije por excepción,   la efectividad del domicilio real  de la sociedad  y su prevalencia sobre el ficticio.-

En ese sentido se ha expido la Excma. Corte Suprema de Justicia de la Nación, en cuestiones de competencia en materia falencial, asignándola al juez del lugar de funcionamiento de la dirección y administración de la empresa, cuando se hubiera comprobado la irrealidad del domicilio estatutario (CSJN, 27-10-88, “San Nicolás Refrescos S.A. s/ pedido de quiebra por
Lucro,H.”;sentido análogo en ED, 17-766, 23-113 y 105-219).-

 
La inscripción de la sede las sociedades, puede no corresponderse con el domicilio en donde tiene su efectiva administración, entendiéndose por tal el lugar, en que se ejerce la gestión propiamente empresarial.-


           Sin embargo, las sociedades por acciones,  deben inscribir su domicilio social, a partir de la autorización para funcionar como persona jurídica, manteniendo la información a su respecto en forma actualizada aun durante su etapa liquidatoria.-

3.- FISCALIZACION ESTATAL:

La inscripción de la sede social, debe ser verificada por la autoridad de contralor y en caso de detectarse su incumplimiento, corresponde la aplicación de algunas de las sanciones que prevé el ordenamiento jurídico vigente.-

La registración del domicilio social, encuentra sustento en disposiciones de rango legislativo, como los arts. 10 y  11 de la Ley de Sociedades y 11 del Decreto 1493/82 Reglamentario de la Ley Orgánica de la Inspección General de Justicia N ° 22315.-

El objetivo de la manda legal, es la seguridad y celeridad de las transacciones  mercantiles.-

|

Halperín,  dice con claridad que el Estado debe intervenir  para reglar el tráfico comercial y en ocasiones,  ejercerlo.-

La función de publicidad que cumple la registración de las sedes de las sociedades, tiende a dar seguridad al tráfico jurídico, amparando la celeridad y la buena fe de los terceros.-

De modo que la función  registral, importa una función propia de la Administración y  se orienta hacia la publicidad e interesa al  tráfico mercantil en general.-

 
El  ejercicio  de  tal  función, atañe al  control de la  legalidad  de los actos sometidos  a fiscalización estatal.-

Por tanto la voluntad estatal de disponer la atención, en el cumplimiento del recaudo legal, debe manifestarse por actos expresos dirigidos a satisfacer  esa finalidad.-

Obviamente  que esa voluntad, debe emanar de  los órganos competentes para decidir en la materia, que en el caso la función fiscalizadora o Poder de Policía , ha sido delegada en la Inspección General de Justicia.-

El poder de policía en materia  societaria,  a  partir  de la  reforma de la Constitución Nacional de 1994,  se finca en  presupuestos  orientados  a la garantía de los derechos  de los ciudadanos  en su  relación de  consumo. –

Tradicionalmente  nuestra doctrina, ha  sostenido que la validez  de la registración,  requiere que se observen determinados principios.-

Así, el  cumplimiento del  control  de legalidad  del  acto, se conforma mediante la verificación de la  legitimación  del peticionante  y  el  cumplimiento  del principio  del  tracto  sucesivo.-

La ley establece de modo coactivo la inscripción de la sede social, a fin de   garantizar los principios de seguridad jurídica y de legalidad.-

Esos, son los presupuestos básicos, que hacen indispensable el cumplimiento de lo dispuesto en los arts. 11 inc. 2° y ccs.  de la Ley de Sociedades y art. 11 del Decreto 1493/82  Reglamentario de la Ley 22315.-

El fin último de la inscripción del domicilio social, es que el mismo  sea conocido por los terceros y consiste en el desarrollo de una actividad estatal que atañe a las sociedades comerciales, obligadas a su cumplimiento.-

El Estado organiza el servicio registral y lo pone a disposición de los entes societarios, a efectos del cumplimiento de la disposición legal, ya que el servicio tiene en mira el interés general, resultando el domicilio social inscripto   válido y eficaz.-


III. EL EJERCICIO DEL PODER DE POLICIA EN MATERIA REGISTRAL.-

1.- DEFINICION DEL PODER DE POLICIA .- 

El poder de policía del Estado, es la potestad jurídica, que tiene atribuida por ley un órgano de la Administración y  en virtud de la cual, con el fin de asegurar la libertad, la convivencia armónica, la seguridad, la moralidad, la salud y el bienestar general de la población,  impone  limitaciones al ejercicio de los derechos individuales.-


De la  definición se advierte que el Poder de Policía, es  una  potestad  que tiene el  Estado y  que se manifiesta a través  de  sus  órganos  legislativos,  mediante  Leyes Nacionales.- 


En consecuencia, la Administración Central, puede ejercer el Poder de Policía,  de dos maneras distintas en lo atinente a la registración del domicilio social.-

Así el ejercicio preventivo, tiende a poner en marcha mecanismos apropiados, a efectos de  evitar que se produzcan  actos contrarios a la ley, como lo es el caso de la falta de inscripción de la sede social.-


El accionar estatal  preventivo, tiende a evitar el desarrollo de operaciones sustraídas del régimen legal.-


En cambio cuando el Poder de Policía, se ejerce en forma coercitiva, el acto irregular ya se ha consumado.-

Procede en ese supuesto, ejercitar la facultad sancionatoria, otorgada por Ley, a fin de corregir los desvíos observados.-


En ambos casos, la finalidad es que quienes, en ejercicio de sus actividades, cumplan con los recaudos, que las leyes imponen en cada caso.-

2.- ORGANISMO COMPETENTE.-


             El Poder Ejecutivo de la Nación ha delegado en la  Inspección General de Justicia, creada por Ley Orgánica Nº 22.315 del 31 de octubre de 1880, entre otras funciones, las inherentes al Registro Público de Comercio y la fiscalización registral de sociedades comerciales.-

La ley 22.315, detalla en que casos y de que forma, se hace uso del ejercicio del Poder de Policía, otorgado al Estado y origina la competencia en la materia.-

La limitación en su ejercicio, está determinada por  la función específica,  vale decir la registral,  que origina o da curso al Poder de Policía en este aspecto.-                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                             

La facultad de limitar los derechos reconocidos por la Constitución Nacional,  constituye en sí  el denominado   PODER DE POLICIA.-     
 

    
Su ejercicio puede ser restringido, en cuanto limita  los  derechos   individuales, con el   fin   de   proteger exclusivamente la moralidad, seguridad, salubridad públicas y el comercio.-

Desde el punto de vista del ejercicio del Poder de Policía en sentido amplio, la limitación  los  derechos individuales, tiene como   objeto  promover  el bienestar  general,  el  bien  común  y en casos de emergencia también tutelar  los intereses económicos de la comunidad.-

    
Podría decirse, que su ejercicio produce un impacto negativo, cuando por su accionar, se originan restricciones, limitaciones, prohibiciones y represiones.-


Pero debe señalarse, que las leyes tienen una visión de futuro y están predestinadas a recoger y regir hechos posteriores a su sanción.-

Se entiende entonces, que el ejercicio del Poder de Policía, tiende en este sentido, a hacer efectiva la voluntad del legislador.-

Además, si su ejercicio   se  manifiesta  con  ayuda, fomento  y  asistencia  en  la  tutela  de bienes, como con la salud, educación y el comercio, se lo puede definir como positivo.-


El ejercicio del Poder de Policía en ese asunto, se orienta en forma tal, que el propósito de la ley, se cumpla de acuerdo con los principios de una razonable y discreta interpretación.-  


El poder de policía importa una facultad de esencia legislativa, que implica la posibilidad de reglamentar y por ende limitar derechos.-


La Administración, debe ejercer el Poder de Policía, que le ha otorgado el legislador a fin de evitar la infracción a la ley.-


No debe olvidarse que los actos irregulares perjudican de una manera u otra los derechos de los ciudadanos.-


Justamente, el accionar del Órgano de Contralor, debe estar dirigido a evitar o corregir actos u omisiones, que no observen las pautas legales en materia registral.-

La función del Estado en materia registral, debe necesariamente ser dinámica.-

La ley regula determinados requisitos, que deben reunir los actos inscribibles.-

Es el Estado, quien no debe solo limitar su función a la mera registración de los actos, sino velar, por el acabado cumplimiento de todas las formalidades que para ello, sean requeridas.-

El ejercicio efectivo del procedimiento de la inscripción registral,  hace efectiva y expedita la tutela de los intereses públicos.-

Al Órgano de Control, la ley le  encomienda su fiscalización.-

El mecanismo instaurado por la ley a los fines de la inscripción registral, debe tener en cuenta la realidad comercial y regular previsoramente los intereses de la comunidad, en las progresivas etapas de su desarrollo.-

La actividad del órgano de control, tiene como limite  normas de jerarquía constitucional  y como meta el cumplimiento de las normas que regulan su competencia.-

Ellas, sirven de soporte al Poder de Policía,  delegado, en el caso a la Inspección General de Justicia.-

Su finalidad, es hacer efectiva su función fiscalizadora en materia registral.-

Es deber del órgano de control, velar por el cumplimiento de sus normas.-

La Inspección General de Justicia, dentro de su competencia emanada de la Ley Orgánica, pone en marcha procedimientos  adecuados, a efectos de observar las pautas, que se exigen para proceder a la inscripción de la sede social.-

Dicho de otro modo, el Poder de Policía que se ejerce en este aspecto, es una consecuencia de las normas básicas del  ordenamiento jurídico.-

Su ejercicio no es absolutamente discrecional, sino que están sujetos a la revisión judicial ulterior.-

Nace en virtud de las necesidades de interés general, que generan las potestades y competencia en materia registral.-

El Acto Administrativo  de inscripción del domicilio o sede social, importa una decisión unilateral, ejecutoria y previa a cualquier intervención judicial, que genera en forma directa e inmediata efectos jurídicos.-

El Acto Registral reviste el carácter de Acto Administrativo, con presunción de legitimidad y fuerza ejecutoria.-

IV.-CONCLUSION.

La función preventiva a cargo del Órgano de control en materia de registración del domicilio social, sería la implementación de verificaciones anuales de los domicilios de las sociedades inscriptas.-

La medida se debe complementar con el dictado de normas, dirigidas a los entes societarios a efectos que presenten en forma anual, la vigencia del domicilio social inscripto.-

Ello independientemente de la solicitud de inscripción del cambio de domicilio, si ocurriere.-

La verificación del incumplimiento de tales pautas, habilitan el ejercicio de la función correctiva, delegada por Ley al Órgano de Control.-

En base ello, las infracciones detectadas ameritan la aplicación de una sanción emergente también de la norma aplicable en la materia.-

La función fiscalizadora en materia de inscripción de la sede social, busca garantizar la transparencia de los mercados mediante el adecuado control.-

Resulta vital que la sede social inscripta, sea la real.-

De modo que el asiento registral, debe reflejar con exactitud y acierto el domicilio social inscripto.-

La omisión de este recaudo o su incumplimiento  afecta el normal funcionamiento societario, el que debe desarrollarse dentro de los cauces que, mediante la reglamentación pertinente ha establecido la autoridad de control.-

El incumplimiento  origina un ilícito societario, en detrimento, en definitiva, de la buena fe comercial.-

Las infracciones a la ley  genera la consiguiente  responsabilidad y sanción al infractor.-

Las sanciones que aplica el órgano de control  constituyen el ejercicio  del poder discrecional de la Administración, cuya razonabilidad cae bajo el control del Poder Judicial para evitar que la discrecionalidad se convierta en arbitrariedad.-

La registración del domicilio social, constituye el instrumento que ha considerado el legislador para un adecuado desenvolvimiento de las relaciones societarias.-

Finalmente debe señalarse que  los recaudos que surgen de la Ley 22.315 y sus reglamentaciones, deben ser observados por las sociedades.-

La inscripción del domicilio social, es en definitiva un acto responsable de cumplimiento  de las disposiciones legales.-

 
Su cumplimiento oportuno garantiza la juridicidad y el pleno desarrollo de la actividad económica donde el Organismo y el  público en general puede acceder a una información veraz en lo atinente a los domicilios efectivos de las sociedades comerciales.-

La sociedad actual y las condiciones económicas del mundo globalizado imponen constantemente a la administración pública  proporcionar más y mejores servicios.-

Un registro actualizado de los domicilios sociales, es una forma de participar en el proceso de renovación y de servicio a los ciudadanos.-

Viene al caso citar las palabras de Aristóteles en su obra “Etica a Nicómaco”, x. 9 1179b-1180 cuando dice: “..necesitamos leyes y, en general, para toda la vida, porque la mayor parte de los hombres obedecen más bien a la necesidad que a la razón, y a los castigos que a la bondad. Por eso piensan algunos que los legisladores deben invitar y exhortar a la práctica de la virtud por amor del bien en la seguridad de que atenderán sus exhortaciones los que están adelantados en la formación de buenos hábitos...”
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